
El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DERECHO DE PETICIÓN / DEFINICIÓN Y REQUISITOS / SOLICITUD SANCIÓN POR NO PAGO DE CESANTÍAS A DOCENTES / TRÁMITE QUE DEBE CUMPLIRSE PARA ATENDER DICHA PETICIÓN.
… sobre la salvaguarda del derecho de petición, la Corporación ha dejado claro que:

“El derecho de petición, según la jurisprudencia constitucional, tiene una finalidad doble: por un lado permite que los interesados eleven peticiones respetuosas a las autoridades y, por otro, garantiza una respuesta oportuna, eficaz, de fondo y congruente con lo solicitado. Ha indicado la Corte que “(…) dentro de sus garantías se encuentran (i) la pronta resolución del mismo, es decir que la respuesta debe entregarse dentro del término legalmente establecido para ello; y (ii) la contestación debe ser clara y efectiva respecto de lo pedido, de tal manera que permita al peticionario conocer la situación real de lo solicitado”. (…)
También es pertinente recordar el trámite administrativo que se sigue para el reconocimiento de prestaciones económicas a cargo del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio; para el efecto es menester valerse de la exposición contenida en la sentencia que se cita a pie de página, proferida por otra Sala de Decisión de esta Corporación (TSP, SCF. Expediente No. 66001-31-10-004-2019-00395-01, sentencia del 30 de septiembre del 2019, Magistrada Ponente: Claudia María Arcila Ríos). (…)
En el caso concreto, está probado que la petición, cuya contestación se depreca, fue radicada inicialmente ante la Secretaría de Educación Departamental de Risaralda…; cartera que conforme a las directrices trazadas por la Fiduprevisora S.A., lo hizo llegar a esa entidad el 5 de febrero del año 2019…
También hay certeza de que no reposa en el expediente alguna contestación de la fiduciaria.

Esa sola pretermisión de la Fiduprevisora S.A., se sabe, sin que sea necesario mayor análisis, y al tenor de lo explicado en la jurisprudencia transcrita, deriva en la conculcación del derecho fundamental de petición del que es titular la accionante, que no ha sido resuelto de fondo, corolario de lo cual, es menester que el juez constitucional lo proteja, como se hizo en primera instancia…
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL 

           SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA 

Magistrado: Jaime Alberto Saraza Naranjo

Pereira, octubre nueve del dos mil diecinueve   
Expediente 66001-31-10-003-2019-00392-01
Acta N° 493 del 9 de octubre del 2019
Procede la Sala a decidir la impugnación formulada contra la sentencia dictada el 22 de agosto del 2019, proferida por el Juzgado Tercero de Familia de Pereira, en la presente acción de tutela promovida por Diana Patricia Giraldo Gutiérrez contra el Ministerio de Educación Nacional, la Secretaría de Educación de Risaralda, el Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio y la Fiduprevisora S.A.
ANTECEDENTES

  



Con el fin de lograr la protección de su derecho fundamental de petición, la señora Giraldo Gutiérrez, por conducto de apoderado judicial, accionó contra las autoridades que acaban de citarse. 




Expuso, en síntesis, que el 28 de enero del año 2019, radicó ante la Secretaría de Educación Departamental de Risaralda un petitorio dirigido a esa autoridad, al Ministerio de Educación Nacional y a la Fiduprevisora, para que se procediera al reconocimiento y pago de la sanción moratoria por el pago tardío de las cesantías, por medio de sentencia condenatoria, que se le adeudan y que no ha sido resuelto pese a que han transcurrido meses desde entonces; esto en el marco de lo dispuesto en el artículo 2.4.4.2.3.2.28 del Decreto 1272 del 2018 y el comunicado No. 10 del 2017que esa fiduciaria emitió. 
 



Solicitó, en consecuencia, ordenar a las accionadas contestar de fondo la petición a la que hizo referencia. 





Con la demanda aportó, entre otros documentos, copia del petitorio radicado el 28 de enero de este año.
   



El juzgado de conocimiento dispuso dar trámite a la tutela contra las accionadas con auto del 6 de agosto anterior (f. 16, c. 1).
La Secretaria de Educación de Risaralda adujo que le ha dado el trámite respectivo a la solicitud de la accionante, lo cual le fue comunicado a su apoderado, en el sentido de que se habían ejecutado los trámites especiales de registro y envío en físico de la solicitud a la Fiduprevisora S.A. para su revisión, estudio y aprobación. En tal virtud pidió ser exonerada. 
Sobrevino el fallo que ahora se revisa que concedió la protección, en el que, con respecto a la Secretaría de Educación de Risaralda, se explicó que si bien durante el trámite de la acción de tutela, le había dado contestación a la petición de la accionante, en el sentido de que envió sus documentos con destino a la Fiduprevisora S.A. para lo de su competencia, omitió indicarle cuándo y cómo le va a pagar la sanción moratoria que reclama; en lo que atañe con la Fiduprevisora S.A., que no había emitido ninguna contestación, pese a que estaba acreditado que recibió la solicitud desde el 5 de febrero del 2019 y en relación con el Ministerio de Educación Nacional que debe permanecer atado al trámite pues tiene que vigilar que se pague la erogación de la que se viene hablando ya que maneja más del 90% del capital, el cual administra en calidad de administrador fiduciario del Fondo. En tal virtud profirió la siguiente orden:

A la Secretaría Departamental de Educación de Risaralda, El Departamento de Risaralda y la Fiduciaria la Previsora S.A., representada legalmente por la señora Sandra Gómez Arias que dentro del término improrrogable de cuarenta y ocho (48) horas, contados a partir de la notificación de la presente providencia, si aún no lo hubieren hecho, procedan a dar respuesta de fondo clara y concreta, ceñida a los postulados jurisprudenciales, al derecho de petición elevado por la señora Giraldo Gutiérrez, el 28 de enero de 2019, tendiente a que le brinden información sobre el cumplimiento de una sentencia judicial, informándole, cuándo le pagaran y en qué forma la sanción por mora a que tiene derecho la citada señora. Igualmente, sea puesto en conocimiento de la misma.

El Fondo Nacional de Prestaciones del Magisterio, una vez la Secretaría Departamental de Educación de Risaralda, expida el acto administrativo ordenando el pago, deberá pagar la sanción mora a que tiene derecho la accionante, dentro de las 48 horas siguientes a la expedición del mismo.

Igualmente, el Ministerio de Educación Nacional, deberá estar presto con el fin que a la accionante se le pague dicho concepto, dentro del término de 48 horas siguientes a la expedición del acto administrativo.

Impugnó el Jefe de la Oficina Jurídica del Ministerio de Educación, habida cuenta de que esa cartera nunca ha tenido acceso a la petición cuya resolución se reclama, por lo cual le resulta imposible cumplir con lo ordenado en su contra; además, según quedó establecido en la sentencia del 19 de abril del 2018, proferida por la Sección Cuarta del Consejo de Estado, las competencias para los trámites prestacionales está distribuida entre las Secretarías de Educación, la Fiduprevisora S.A. y el Fomag, con lo cual el Ministerio debe ser desvinculado.  
En similares términos se allegó una contestación de la misma cartera a esta Corporación. 
CONSIDERACIONES

Desde 1991, con la entrada en vigencia de la Constitución Política, el constituyente incluyó en el derecho positivo nacional la acción de tutela como un mecanismo preferente y sumario destinado a la protección de los derechos fundamentales de las personas, por parte de los jueces, cuando quiera que ellos se hallen amenazados o vulnerados por la acción o la omisión de una autoridad, o de un particular en ciertos eventos. 

  



Acude en esta oportunidad la señora Ángela María Aricapa Gañán, en procura de la protección del derecho fundamental de petición, bajo la premisa principal de que las autoridades convocadas, no han emitido respuesta a un petitorio, que radicó desde el 28 de enero del 2019. 

  



El Juzgado de primer grado, se dijo, halló conculcada la prerrogativa fundamental, en tal virtud concedió la protección e impartió las órdenes del caso; también mantuvo atado al Ministerio de Educación Nacional pues, según se argumentó, es veedor dentro del trámite del reconocimiento y pago de la acreencia deprecada; tal mandato generó la inconformidad de esa cartera que impugnó.  




Debe aclararse que los presupuestos generales de procedencia en el presente caso se satisfacen. En efecto, se cumple con la legitimación por activa, pues fue en favor de la señora Giraldo Gutiérrez, que se radicó la petición cuya respuesta se ruega, y por pasiva también, en consideración a que según la normativa que rodea el caso concreto, las entidades accionadas tienen competencia en el trámite administrativo previo al reconocimiento y pago de la prestación deprecada; excepto en lo que respecta al Ministerio de Educación Nacional, pues, ni del Decreto 2831 de 2005, ni del 1272 de 2018, tampoco de las circulares de la Fiduprevisora que han reglamentado el pago de la acreencia, se colige que esa cartera tenga alguna injerencia en resolver lo solicitado en el amparo. 




En tal virtud, prosperan las pretensiones de la impugnante y tendrá que adicionarse la sentencia impugnada para declararla improcedente en lo que atañe a esa cartera. 




Se supera la subsidiaridad, ya que la acción de tutela es el medio idóneo para reclamar la falta de contestación de un derecho de petición, cuando su receptor omite su contestación, en los téminos previstos en el artículo 23 de la Constitución Política y la Ley 1755 del 2015.





Y también se supera la inmediatez si se tiene en cuenta que la demandante presentó el petitorio el 28 de enero del 2019, de lo cual se desprende que, en principio, ella esperaría recibir una contestación a mas tradar el 18 de febrero siguiente, es decir, 15 días hábiles después de su radicación, de conformidad con la regla general contenida en el artículo 14 del CPACA. En ese entendido, y como entre el 18 de febrero y el 6 de agosto del 2019, no transcurrieron más de 6 meses, es pertinente hallar cumplido el aludido presupuesto.      




Zanjado lo anterior, y para resolver la cuestión, se recuerda que sobre la salvaguarda del derecho de petición, la Corporación ha dejado claro que
:





“El derecho de petición, según la jurisprudencia constitucional, tiene una finalidad doble: por un lado permite que los interesados eleven peticiones respetuosas a las autoridades y, por otro, garantiza una respuesta oportuna, eficaz, de fondo y congruente con lo solicitado. Ha indicado la Corte que “(…) dentro de sus garantías se encuentran (i) la pronta resolución del mismo, es decir que la respuesta debe entregarse dentro del término legalmente establecido para ello; y (ii) la contestación debe ser clara y efectiva respecto de lo pedido, de tal manera que permita al peticionario conocer la situación real de lo solicitado”
. En esa dirección también ha sostenido que a este derecho se adscriben tres posiciones
: “(i) la posibilidad de formular la petición, (ii) la respuesta de fondo y (iii) la resolución dentro del término legal y la consecuente notificación de la respuesta al peticionario”
.
”




También es pertinente recordar el trámite administrativo que se sigue para el reconocimiento de prestaciones económicas a cargo del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio; para el efecto es menester valerse de la exposición contenida en la sentencia que se cita a pie de página, proferida por otra Sala de Decisión de esta Corporación
: 




“El Decreto 2831 de 2005 que regula el trámite para el reconocimiento de las prestaciones económicas a cargo del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, dice en el artículo 3º que la atención de las solicitudes relacionadas con las prestaciones sociales que pagará ese Fondo se hará por medio de las secretarías de educación de las entidades territoriales y para tal efecto le impone como deberes, recibir y radicar las respectivas solicitudes; expedir, con destino a la sociedad fiduciaria encargada del manejo de los recursos del Fondo y conforme a los formatos únicos por esta adoptados, certificación de tiempo de servicio y régimen salarial y prestacional del docente peticionario o causahabiente; remitir el proyecto de acto administrativo de reconocimiento, a la sociedad fiduciaria encargada del manejo y administración de los recursos del fondo para su aprobación; producida esta, suscribir el acto administrativo de reconocimiento de prestaciones económicas y surtir los trámites administrativos a que haya lugar, en los términos y con las formalidades y efectos previstos en la ley y remitir a la sociedad fiduciaria, copia de los actos administrativos de reconocimiento de prestaciones sociales junto con la respectiva constancia de ejecutoria para efectos de pago.





El Comunicado No. 011 del 2 de abril de 2018, expedido por la Fiduprevisora, introdujo una variante a ese trámite, para eventos en los cuales se solicite el cumplimiento de fallos judiciales relacionados con cesantías, consistente en que las Secretarías de Educación solo deben radicar la petición y remitir el expediente al Fomag, es decir que “no deberán elaborar proyecto de acto administrativo… ni expedirá administrativo (sic) definitivo”
.” (Se destaca)




En el caso concreto, está probado que la petición, cuya contestación se depreca, fue radicada inicialmente ante la Secretaría de Educación Departamental de Risaralda (f. 3 c. 1); cartera que conforme a las directrices trazadas por la Fiduprevisora S.A., lo hizo llegar a esa entidad el 5 de febrero del año 2019 (f. 22 y 23, c. 1). 




También hay certeza de que no reposa en el expediente alguna contestación de la fiduciaria.





Esa sola pretermisión de la Fiduprevisora S.A., se sabe, sin que sea necesario mayor análisis, y al tenor de lo explicado en la jurisprudencia transcrita, deriva en la conculcación del derecho fundamental de petición del que es titular la accionante, que no ha sido resuelto de fondo, corolario de lo cual, es menester que el juez constitucional lo proteja, como se hizo en primera instancia; por ello, se confirmará la sentencia impugnada, en la que se razonó de ese modo. 




Ahora bien, no ve la Sala por parte de la Secretaría de Educación de Risaralda, vulneración alguna al derecho fundamental de la actora y, por tanto, se modificará la sentencia.





Así se afirma, porque su petición está dirigida concretamente a que se cumplan y paguen las condenas impuestas en una sentencia judicial proferida por el Juzgado Primero Administrativo de Pereira el 27 de junio del 2017, con los correspondientes intereses moratorios a partir de su ejecutoria (f. 3 y 4, c. 1).





Con esa claridad, colige la Magistratura que el procedimiento que ha de seguirse, es el consagrado en el numeral 1° del Comunicado No. 011-2018 del 2 de abril del 2018, en el que expresamente se orienta a las secretarías de educación, específicamente, a verificar la documentación, entre la que se encuentra por supuesto la sentencia judicial respectiva, y hacerla llegar al Fomag, tal como lo hizo la cartera aquí vinculada. Es más, en ese comunicado con énfasis se les indica que “NO DEBERÁN ELABORAR PROYECTO DE ACTO ADMINISTRATIVO” habida cuenta de que, según se explica,“Las Secretarías de Educación, remitirán el expediente al FOMAG para la verificación, estudio, liquidación y emisión de hoja de revisión por el área de sustanciación del Fondo, quien una vez surtido el respectivo trámite, remitirá internamente al área de pagos del Fomag y se ingresará en la nómina de acuerdo a los cronogramas de la Dirección de Prestaciones Económicas del Fondo, es decir la Secretaría tampoco elaborará proyecto de acto administrativo ni expedirá administrativo alguno”  (f. 5 y 6, c. 1) (Se destaca). 





Cuestión distinta a lo dispuesto en el numeral 2° del mismo comunicado en el que se establece el “PROCEDIMIENTO PARA EL RECONOCIMIENTO Y PAGO DE UNA SANCIÓN POR MORA”, trámite que no es el que requiere la accionante, y en el que, eventualmente, la Secretaría de Educación sí tendría que emitir algún acto administrativo.
Puestas de esta manera las cosas, se confirmará parcialmente el fallo protestado,  en el entendido de que con acierto se protegió el derecho fundamental de petición del que es titular la señora Diana Patricia Giraldo Gutiérrez, pero se modificará el numeral segundo para ajustar la orden de conformidad con las pautas aquí trazadas, específicamente, para ordenarle a la Fiduprevisora S.A. en calidad de administradora y vocera del Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio, por medio de su representante legal, o quien hagan sus veces, que conteste de fondo, clara y congruentemente, el derecho de petición elevado por la accionante.

No se avalará la imposición tendiente a que le informen cuándo y cómo le pagarán a la accionante las obligaciones contenidas en la sentencia judicial, habida cuenta de que, según lo tiene dicho la jurisprudencia desde antaño
, es impertinente direccionar la contestación que debe ofrecer la entidad, máxime cuando en el de marras se desconoce el contenido de esa sentencia, y el resto de documentos que le fueron remitidos a la fiduciaria en relación con el caso de la actora.

También se adicionará un numeral para negar la acción de tutela en relación con las pretensiones dirigidas a la Secretaría de Educación Departamental de Risaralda y declararla improcedente frente al Ministerio de Educación Nacional, al tenor de los argumentos planteados en líneas precedentes. 

DECISIÓN

Por lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal  Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la Republica de Colombia y por autoridad de la ley, CONFIRMA PARCIALMENTE la sentencia proferida el 21 de agosto del 2019, por el Juzgado Tercero de Familia de Pereira, en la presente acción de tutela iniciada por Diana Patricia Giraldo Gutiérrez contra el Ministerio de Educación Nacional, la Secretaría de Educación de Risaralda, el Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio y la Fiduprevisora S.A.
Se MODIFICA el numeral segundo, que quedará así:

Se ordena a la Fiduprevisora S.A. en calidad de administradora y vocera del Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio, por medio de su representante legal, o quien hagan sus veces, que en el término de 48 horas contados a partir de la notificación de esta providencia, conteste de fondo, clara y congruentemente, el derecho de petición elevado por la accionante, radicado ante esa entidad el 5 de febrero del año 2019.
Se ADICIONA para negar la acción de tutela en lo que respecta a la Secretaría de Educación Departamental de Risaralda y declararla improcedente frente al Ministerio de Educación Nacional. 

   



Notifíquese esta decisión a las partes y demás interesados, en la forma prevista en el artículo 5º del Decreto 306 de 1992; oportunamente remítase el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión. 
Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS


       DUBERNEY GRISALES HERRERA

Ausencia justificada
� Sentencia T-206/18


� Sentencia T-376/17


� Corte Constitucional. Sentencia C-951 de 2014


� Los elementos han sido reseñados en las sentencias T-814/05, T-147/06, T-610/08, T-760/09, C-818/11, C-951/14, entre otras


� Sentencia T-206/18


� TSP, SCF. Expediente No. 66001-31-10-004-2019-00395-01, sentencia del 30 de septiembre del 2019, Magistrada Ponente: Claudia María Arcila Ríos.


� Sentencia T-249 de 2001


� Sentencia T-146/12
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